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El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente.
El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.
Providencia:
Auto – 30 de noviembre de 2017

Proceso:                

Acción de Tutela  – Declara falta de competencia y remite
Radicación Nro. :
  
66001-22-13-000-2017-01300-00
Accionante:   

JAVIER ELÍAS ARIAS IDÁRRAGA
Accionado: 

DEFENSORÍA DEL PUEBLO, REGIONAL CALDAS
Magistrado Ponente: 
EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
Tema:


TUTELA CONTRA AUTORIDAD PÚBLICA DEL ORDEN DEPARTAMENTAL / COMPETENCIA DE LOS JUECES DEL CIRCUITO. [E]ste Tribunal no es el competente para conocer el asunto, corresponde a un juzgado con categoría de circuito, y conforme a ello, se ordenará su remisión a la Oficina Judicial de la Dirección Seccional de Administración Judicial de Manizales para que efectúe el reparto de la misma, entre los juzgados de tal especialidad.

TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA

Sala de Decisión Civil Familia - Unitaria 
Magistrado Ponente: 

EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS

Pereira, treinta (30) de noviembre de dos mil diecisiete (2017)

 

Referencia: Expediente 66001-22-13-000-2017-01300-00
I. Asunto

Correspondería al Tribunal decidir la acción de tutela promovida por JAVIER ELÍAS ARIAS IDÁRRAGA contra la DEFENSORÍA DEL PUEBLO REGIONAL CALDAS, si no fuese porque carece de competencia para adelantar su trámite, como se pasa a explicar: 
1. El amparo constitucional ha sido promovido contra la DEFENSORÍA DEL PUEBLO REGIONAL CALDAS, y conforme al artículo 18 del Decreto 25 de 2014, por el cual se modificó la estructura orgánica de la Defensoría del Pueblo, las Defensorías Regionales sólo tienen competencia dentro de su circunscripción territorial. 
2. Por tanto, de entrada, se advierte que la competencia para conocer de la misma recae en los Juzgados con categoría de Circuito, si se tiene en cuenta que, como lo tiene sentado la jurisprudencia de la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia
 sobre el particular, toda vez que dicha dependencia, ejerce sus labores dentro un marco delimitado, esto es, dentro del departamento de Caldas, la atribución jurídica para estos casos se circunscribe a lo prevenido en el inciso 2º del numeral 1º, artículo 1º del  Decreto 1382 de 2000. Así ha razonado la alta Corporación:

“Al revisar el diligenciamiento de este asunto, advierte la Sala la falta de competencia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Manizales para resolverlo en primera instancia, como quiera que la Defensoría del Pueblo Regional Caldas sólo tiene competencia dentro del territorio en el que ejerce sus funciones conforme al artículo 18 del Decreto 25 de 2014, por el cual “se modific[ó] la estructura orgánica de la Defensoría del Pueblo”, por lo que de acuerdo a la reglas contenidas en el numeral 1º del artículo 2.2.3.1.2.1. del Decreto 1069 de 2015, quienes estaban facultados para dirimirla eran los Jueces del Circuito.

La norma en mención consagra: «(…) A los jueces del circuito o con categorías de tales, le serán repartidas para su conocimiento, en primera instancia, las acciones de tutela que se interpongan contra cualquier organismo o entidad del sector descentralizado por servicios del orden nacional o autoridad pública del orden departamental (…)». Esta Sala en un asunto similar, sostuvo: 

“(…) adviértase que en virtud a la calidad de las autoridades enjuiciadas, se incurrió en la causal de nulidad prevista en el numeral 2° del artículo 140 del Código de Procedimiento Civil, esto es, la de falta de competencia, toda vez que habiendo establecido el Decreto 1382 de 2000, en su artículo 1°, entre otras cosas, que las acciones de tutela contra cualquier autoridad pública del orden departamental serán repartidas para su conocimiento en primera instancia a los jueces de circuito o con categorías de tales, es evidente que esta acción debió ser tramitada ante los juzgados civiles del circuito de Cali, y no por el Tribunal Superior de ese Distrito Judicial, como quiera que la presente acción se dirige contra (…) la Defensoría Regional del Pueblo, (…) del Valle del Cauca, siendo que la misma sólo tiene competencia dentro de su circunscripción territorial (…), según los artículos 10, 12 y 13 de la Ley 24 de 1992, por la cual se establecen la organización y funcionamiento de la Defensoría del Pueblo y se dictan otras disposiciones en desarrollo del artículo 283 de la Constitución Política de Colombia, y el Manual de Funciones y Competencias Laborales de la Defensoría del Pueblo -publicado en la página web oficial de la apuntada entidad” (CSJ. ATC. 23 may. 2011, rad. 00109-01, reiterado en ATC6116-2014. 8 oct. 2014 y ATC7115 de 21 nov. de ese mismo año).”

3. En este orden de ideas, este Tribunal no es el competente para conocer el asunto, corresponde a un juzgado con categoría de circuito, y conforme a ello, se ordenará su remisión a la Oficina Judicial de la Dirección Seccional de Administración Judicial de Manizales para que efectúe el reparto de la misma, entre los juzgados de tal especialidad.
4. “Por otra parte, aunque el trámite del amparo se rige por los principios de informalidad, sumariedad y celeridad, la competencia del juez está  indisociablemente [ligada] con el derecho fundamental del debido proceso (artículo 29 de Carta), el acceso al juez natural y la administración de justicia, de donde, ‘según la jurisprudencia constitucional la falta de competencia del juez de tutela genera nulidad insaneable y la constatación de la misma no puede pasarse por alto, por más urgente que sea el pronunciamiento requerido, pues (…) la competencia del juez se relaciona estrechamente con el derecho constitucional fundamental al debido proceso’ (Auto 304 A  de 2007), ‘el cual establece que nadie puede ser juzgado sino conforme a leyes preexistentes al acto que se le imputa, ante juez o tribunal competente y con observancia de la plenitud de las formas propias de cada juicio’ (Auto 072 A de 2006, Corte Constitucional).”

5. Es importante aclarar, que con lo expresado anteriormente, la Sala no desconoce el contenido del Auto 124 de 2009, proferido por la Corte Constitucional –el cual impuso como obligación a los funcionarios judiciales avocar el conocimiento de esta clase de acciones y les impide declararse incompetentes cuando de aplicar las reglas de reparto se trata-, sino que respetuosamente se aparta de las consideraciones allí dispuestas, para acogerse a la postura interpretativa que frente al tema de la competencia de los Jueces para conocer de acciones de tutela tiene sentada el máximo órgano de la jurisdicción ordinaria
, con sustento en una normativa que aún sigue vigente - Decreto 1382 de 2000-.

II. Decisión

En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Civil Familia - Unitaria del Tribunal Superior de Pereira,  
Resuelve:
Primero: Se declara esta Sala, incompetente para conocer de la acción Constitucional presentada por JAVIER ELÍAS ARIAS IDÁRRAGA contra la DEFENSORÍA DEL PUEBLO REGIONAL CALDAS, conforme a las razones anotadas en la parte motiva.
Segundo: Remítase las diligencias a la Oficina Judicial de la Dirección Seccional de Administración Judicial de Manizales para que efectúe el reparto de la misma, entre los jueces con categoría de circuito de esa ciudad. 
Tercero: Notifíquese esta decisión al accionante por el medio más eficaz. 
El Magistrado,
EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS 
� CSJ, SCC, expediente ATC836-2017, radicación nº 17001-22-13-000-2016-00594-01; providencia del 15 de febrero de 2017; MP Luís Alonso Rico Puerta.





� Corte Suprema de Justicia, auto ATC4720-2014 de 14 de agosto de 2014.


� Ver por ejemplo Autos del 30 de abril de 2010, Magistrado Ponente: Arturo Solarte Rodríguez y del 5 de julio de 2011, Magistrado Ponente: Fernando Giraldo Gutiérrez.
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